             Poder Judicial de la Nación


SENTENCIA DEFINITIVA N° 17199
EXPEDIENTE N° 24.811/2006      SALA IX          JUZGADO N° 8  

En la Ciudad de Buenos Aires, el  18/8/11                para dictar sentencia en los autos caratulados “QUIRINI, LETICIA ROSA C/ DIAZ & QUIRINI S.A. S/DESPIDO” se procede a votar en el siguiente orden: 

El Dr. Roberto C. Pompa  dijo:





I- La sentencia dictada a fs. 776/778vta. que rechazó la demanda en su totalidad, suscita las quejas de la demandada obrantes a fs. 812/814 contra la imposición de las costas por su orden –con réplica de la contraria a fs. 837/838- y de la actora a fs. 824/834vta. cuestionando la decisión de fondo, recibiendo contestación a fs. 843/858.






II- En torno a la cuestión principal, es decir a la índole de la relación habida, luego de una ponderación integral de los elementos de juicio aportados a la causa y del tenor del debate articulado ante esta instancia, adelantaré que la queja interpuesta por la vencida tendrá favorable recepción.     






A efectos de fundamentar el anticipo, resulta insoslayable la postura asumida por la demandada durante la vigencia del vínculo y también en su desenlace, al inscribir a la actora como dependiente de la sociedad –en fecha controvertida-, abonarle remuneraciones mensuales y realizar los aportes provisionales pertinentes durante un lapso que superó los treinta años y, finalmente, intimarla a retomar tareas con posterioridad a una licencia médica, bajo apercibimiento de tenerla por incursa en la situación de abandono de trabajo prevista en el art. 244 de la LCT.






El contexto descripto no configura la mera presunción de la existencia de un contrato de trabajo prevista en el art. 23 de la LCT que pretende despejar la demandada en su conteste de fs. 102/139vta. a través de la oposición de circunstancias que permitirían excluir a la vinculación por su naturaleza del ámbito de amparo del trabajo dependiente –pretensión acogida por el juez de grado anterior-, sino que impone partir de la existencia plena y reconocida por el principal obligado de la existencia de un contrato de trabajo, debiéndose dilucidar las resultas de su desenvolvimiento de acuerdo a la normativa aplicable a esta clase especial de contratos.   






En relación a la conclusión final del juez de grado anterior favorable a la demandada, en mi opinión no resulta admisible la presunta inscripción laboral “de favor” -a la que se alude a fin de abonar el razonamiento- durante más de treinta años, teniendo en cuenta que no era imprescindible para el ingreso de los aportes provisionales, y esto aún ponderando las diferentes vicisitudes familiares y sus repercusiones en la conformación societaria durante lapso tan prolongado. Cabe recordar que en el ámbito de esta materia el principio de supremacía de la realidad se refleja como justificante de normas que actúan en resguardo del denominado “orden público laboral” ante situaciones que se contraponen diametralmente con la que se dilucida a través de las presentes actuaciones, en las que a fin de eludir su proyección se recurre a formas contractuales propias de vinculaciones autónomas pese a que en los hechos las partes se relacionan de la manera subordinada caracterizada en el art. 21 de la LCT.   






Consecuentemente, puesto a valorar las resultas del vínculo habido en el marco de la normativa aplicable al contrato de trabajo, cabe en primer término establecer si resultó justificado el despido indirecto instrumentado a través del telegrama del 28/4/06 (fs. 16) de conformidad con los términos del art. 242 de la LCT.






De dicha comunicación y antecedentes del intercambio telegráfico entre las partes (fs. 6/18), se extrae que los reproches  consistieron en incorrecto registro del vínculo -antigüedad y remuneración- y diferencias salariales por el último período anual (conf. art. 243 de la LCT). 






Aún cuando resulta al menos llamativo que quien se desempeñó siempre como accionista y directora de la empresa demandada y por largos períodos incluso como presidenta de la misma, conformando de manera directa con su intervención la voluntad societaria, le endilgue evasiones e irregularidades pasibles de comprometer la responsabilidad individual de sus integrantes, adelantaré que de todas maneras los elementos de juicio aportados a la causa se revelan ineficaces para acreditar tanto la fecha de ingreso denunciada -1/8/63- como la percepción de salarios de manera parcialmente clandestina. 

                         No aportan sustento fehaciente las declaraciones de la testigo Scornik, quien en torno a ambos extremos se limitó a exponer sus suposiciones (fs. 499/503), ni la de Pontoriero (fs. 510/513) que se refiere sólo a su propia situación y a la de su fallecido esposo que también se desempeñaba en la empresa en períodos muy anteriores al abarcado por el reclamo, aludiendo vagamente a información que obtenía en supuestas reuniones en su casa que no ubica temporalmente. En cuanto a las declaraciones de Lastenia, respecto al año en que la habría visto a la actora trabajar en la demandada, su contacto se limitó a visitas circunstanciales que no permiten corroborar que la presencia de la actora en el establecimiento obedecía a prestaciones de índole laboral –era la empresa familiar- y en cuanto al horario, a todo evento contribuye a descartar la realización de las horas extras que se invocaron al demandar ya que afirma una obligación de lunes a viernes de 9 a 17 hs. (fs. 522). Finalmente, si bien es cierto como aduce la apelante que el testigo Leunis afirma que los miembros del Directorio además de percibir el salario retiraban dinero contra recibo a fin de abonar los gastos de vehículos, expensas y servicios públicos de sus domicilios particulares, por montos variables sobre los que no aporta precisión alguna, tal versión se aparta de la esgrimida en el escrito de demanda y por ende no podrá tener favorable recepción en esta Alzada (conf. arts. 18 CNA y arts. 163/164 del CPCCN). 






Distinto será el análisis de la restante injuria, es decir de la deuda salarial, ya que dicho incumplimiento fue reconocido expresamente en la comunicación que cursó la demandada el 9/5/05 (letra “M” del sobre obrante a fs. 2), en la que luego de rechazar los términos de la comunicación de la actora del 28/4/06 (letra “ll”) por la que se diera por despedida, seguidamente pone los salarios a disposición de la demandante para su cobro dentro de las 48 hs. bajo apercibimiento de consignarlos, respuesta manifiestamente extemporánea toda vez que el vínculo ya se encontraba disuelto por, entre otras razones, falta de pago de salarios adeudados desde noviembre de 2004 hasta la ruptura (teleg. del 2/12/05, letra “C”) -sin que se aportaran en la causa recibos salariales a fin de acreditar el pago parcial o total de los mismos-, consecuente con la postura absolutamente refractaria que había comunicado la demandada con anterioridad (cd del 21/12/05, letra “E”).






De tal manera, el despido decidido por la actora encontró suficiente justificación en la deuda salarial que la demandada oportunamente negó, imposibilitando el carácter gravemente injurioso de su postura reticente la prosecución del vínculo en tanto comprometía la principal obligación a su cargo (conf. art. 242 de la LCT). 






Consecuentemente, de conformidad con el alcance de la demanda (fs. 35vta./36), fecha de ingreso y remuneración registrada por la demandada –mejor salario mensual, normal y habitual de $2.975 según informe contable no impugnado en ese punto, fs. 455-, teniendo en cuenta las resultas de la relación laboral habida propondré que se revoque la sentencia dictada en la anterior instancia y se condene a la demandada a abonarle a la actora dentro del quinto día la suma total de $177.679,16 con más la tasa de interés activa fijada por el Banco de la Nación Argentina para el otorgamiento de préstamos según la planilla que difunde la Prosecretaría General de esta Cámara (art. 622 del Código Civil y Acta de esta Cámara N°2.357 del 7/5/02) desde que se devengó cada uno de los parciales que la componen y hasta su efectivo pago, compuesta por los siguientes parciales: 1) Indemnización por antigüedad (art. 245 de la LCT): $92.225 ($2.975x31); 2) Indemnización sustitutiva de preaviso (art. 232 de la LCT): $5.950 ($2.975x 2); 3) Salario del 4/06 e integración del mes de despido (art. 233 de la LCT): $2.975; 4) S.A.C. proporcional: $991,66 ($2.975x4/12); 5)Vacaciones proporcionales (art. 156 de la LCT): $4.165 ($2975/25x35); 6) Salarios adeudados: $25.260 y 7)Art. 16 de la ley 25.561 (conf. Dec. 1433/05): $46.112,50.  






En cuanto a la multa prevista en el art. 80 de la LCT, no tendrá acogida el reclamo ya que no se acreditó el cumplimiento de la exigencia formal para su procedencia que se establece en el art. 3° del Dec. N°146/01, cuya legitimidad constitucional no fue puesta en tela de juicio al demandar.






Tampoco tendrá favorable recepción la pretendida reparación del daño psíquico que presenta la actora, toda vez que a través del segmento del dictamen médico que reproduce la propia actora en su apelación se extrae que la causa es ajena a la prestación laboral que motiva la presente, reconociéndose como antecedentes mediatos las relaciones familiares de la demandante que no sólo atañen a los hermanos con quienes se relacionaba en la empresa, sino también al padre fallecido y al ex cónyuge, aludiendo expresamente el experto a un “pleito implícito comenzado en la infancia, aunque se presente en el mundo de los adultos”, cuadro que no resulta indemnizable como accesorio del despido como persigue la apelante. 






III- El nuevo resultado del litigio impone dejar sin efecto la imposición de costas y regulación de honorarios practicada en la anterior instancia, debiéndose efectuar nuevamente en esta Alzada en forma originaria (conf. Art. 279 del CPCCN), tornándose abstracto el tratamiento de las quejas dirigidas contra dichos accesorios.  






Costas de ambas instancias a cargo de la parte actora en el 20% y de la demandada en el 80% restante, teniendo en cuenta que si bien ninguna de las normas que rigen la materia imponen su férrea vinculación con la proporción de la demanda que progresa, resulta insoslayable que la determinación bajo examen debe reflejar los eventuales vencimientos mutuos (conf. arts. 68 y 71 del CPCCN). 






Regúlense los honorarios de la representación letrada de la parte actora en el 16%, de la demandada en el 12%, de la aseguradora de riesgos del trabajo en el 10%, del perito psiquiatra en el 7% y del perito contador en el mismo porcentaje, todos a calcular sobre el monto de condena (capital e intereses), teniendo en cuenta la calidad, mérito y extensión de las tareas llevadas a cabo en la anterior instancia (conf. art. 38 primera parte de la LO, Dec. Ley N° 16.638/57 y ley 24.432). 






Por las actuaciones desplegadas ante esta instancia, regúlense los honorarios de la representación letrada de la parte actora y de la demandada en el 25% de lo que a cada una le corresponda por la anterior instancia, conforme las pautas y normativa expuestas precedentemente.

El Dr. Alvaro Edmundo Balestrini dijo:




  Por compartir los fundamentos, me adhiero al voto que antecede. 

El Dr. Gregorio Corach no vota (conf. Art. 125 L.O.).





  A mérito del acuerdo al que se arriba, el Tribunal RESUELVE :I) Revocar la sentencia dictada en la anterior instancia y hacer lugar a la demanda interpuesta por Leticia Rosa Quirino contra Díaz & Quirino S.A., quien deberá abonarle dentro del quinto día la suma de $177.679,16 (PESOS CIENTO SETENTA Y SIETE MIL SEISCIENTOS SETENTA Y NUEVE CON DIECISÉIS CENTAVOS) con más los intereses establecidos en el considerando respectivo. II) Dejar sin efecto la imposición de costas y regulación de honorarios practicada en la anterior instancia. III) Costas de ambas instancias a cargo de la parte actora en el 20% y de la demandada en el 80% restante. IV) Regular los honorarios de la representación letrada de la parte actora en el 16%, de la demandada en el 12%, de la aseguradora de riesgos del trabajo en el 10%, del perito psiquiatra en el 7% y del perito contador en el mismo porcentaje, todos a calcular sobre el monto de condena (capital e intereses). V) Por las actuaciones desplegadas ante esta instancia, regular los honorarios de la representación letrada de la parte actora y de la demandada en el 25% de lo que a cada una le corresponda por la anterior instancia.





Regístrese, notifíquese y devuélvase. 





ANTE MÍ:

